SENTENCIA TUTELA 1ª INSTANCIA N°19
                                                        RADICACIÓN: 660012204000020160007400
ACCIONANTE: INGRID SORAYA JIMÉNEZ M.  

DECLARA IMPROCEDENTE 

TUTELA CONTRA ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA/ Improcedencia acto administrativo fue dejado sin efectos por decisión judicial y está se encuentra en trámite de recurso de apelación 
“(…) no es posible emitir un pronunciamiento de fondo respecto de los hechos y pretensiones planteadas en la presente demanda de tutela, no solo porque la Resolución respecto de la cual se pide la modificación actualmente fue dejada sin efecto mediante sentencia de tutela emitida por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda de marzo 10 de 2016, con ocasión de la acción constitucional promovida por la Dra. CONSUELO DOLORES SÁNCHEZ TOVAR contra de la Fiscalía General de la Nación (…) sino además porque a la fecha se encuentra en curso el recurso de apelación que frente a esa determinación interpuso la entidad accionada.”
DERECHO DE PETICIÓN/ Contestación implícita en actuación desplegada por la administración
“(…) en lo tocante a la falta de respuesta al derecho de petición que elevó la actora ante el Fiscal General de la Nación para solicitar su traslado y/o ascenso, advierte el Tribunal que si bien éste no se pronunció en forma expresa sobre lo solicitado, al concederse el traslado requerido mediante la resolución a la que se ha hecho referencia, se dio una contestación tácita sobre lo pedido por la señora JIMÉNEZ MÍGUEZ, que no fue nada diferente a que se efectuara el ascenso y/o el traslado, y por ello se concluye que no se incurrió en la vulneración de ese derecho fundamental.”
                       REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                        PEREIRA-RISARALDA 

                                             RAMA JUDICIAL 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, trece (13) de abril de dos mil dieciséis (2016)

                                                                    Acta de Aprobación No 307
                                                    Hora: 2:35 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por la Dra. INGRID SORAYA JIMÉNEZ MÍGUEZ contra la Directora Nacional de Apoyo a la Gestión de la Fiscalía General de la Nación, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales de petición, trabajo en condiciones dignas, debido proceso administrativo, estabilidad y unidad familiar, entre otros.
2.- SOLICITUD 

Lo sustancial de la información que aporta la accionante se puede concretar así:
2.1.- Fue vinculada a la Fiscalía General de la Nación como fiscal delegada ante los Jueces Penales Municipales desde mayo 14 de 2001, cargo del cual fue retirada en marzo 12 de 2010, y reintegrada al mismo en octubre 04 de 2013 en el municipio de Melgar (Tol.), en donde laboró hasta diciembre 08 de 2015, toda vez que fue trasladada a CAVIF de la ciudad de Ibagué (Tol.) donde se encuentra trabajando actualmente. 
2.2.- Hizo solicitud de traslado para la ciudad de Pereira en junio de 2015 en atención al delicado estado de salud de su madre, persona de avanzada edad que se vería favorecida con el clima de esta capital debido a que presenta EPOC pulmonar, y en consideración a que su esposo por razón de sus actividades laborales se encuentra radicado en esta capital.
2.3.- Sobre dicha solicitud recibió el aval de la Directora Seccional del Tolima, del Director Seccional de Risaralda, y obtuvo el visto bueno del Director Nacional de Fiscalías, y debido a que no tenía noticia sobre su requerimiento, presentó derecho de petición en febrero 12 de 2016, del cual no ha recibido respuesta hasta el momento.

2.4.- Mediante Resolución 00253 de febrero 16 de 2016 la Directora Nacional de Apoyo a la Gestión otorgó traslado recíproco tanto para ella como para la Dra. CONSUELO DOLORES SÁNCHEZ TOVAR, funcionaria de Pereira, hacia la ciudad de Ibagué. En la Resolución N° 029 de febrero 24 de 2016 la Subdirectora Seccional de Fiscalías y Seguridad Ciudadana de Pereira la nombró a partir de esa fecha como Fiscal 42 Local de Pereira, razón por la que realizó todos los trámites necesarios para desplazarse de manera definitiva a esta ciudad, e incluso hizo entrega del cargo.
2.5.- La citada Dra. SÁNCHEZ TOVAR, titular del despacho para el cual se concedió su traslado, una vez se enteró sobre el mismo interpuso acción de tutela debido a que no estaba de acuerdo con esa determinación, toda vez que se encuentra radicada en Pereira junto con su familia desde hace 23 años. El amparo fue fallado en forma favorable a los intereses de la actora por parte del Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda en sentencia de marzo 10 de 2016, decisión en la que se dejó sin efectos la citada Resolución 253, y se dispuso que las funcionarias involucradas en el citado traslado retornaran a los cargos que ocupaban antes de presentarse esa situación administrativa. La Fiscalía General de la Nación le dio cumplimiento a lo ordenado por medio de la Resolución 00473 de marzo 15 de 2016.
2.6.- En la mencionada decisión de tutela también se previno a la accionada para que en forma previa a efectuar un traslado tuviera en consideración adoptar una medida proporcional y eficaz, de acuerdo con la situación particular y familiar de quien resulte afectado con el mismo, lo cual no se cumplió en su caso.
2.7.- Si bien cuenta con la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, en su criterio no es un mecanismo idóneo para amparar de manera inmediata y eficaz sus garantías constitucionales, en consecuencia solicita que las misma sean protegidas y se ordene a la accionada modificar la Resolución 00253 de febrero 16 de 2016, en el sentido de que su traslado sea concedido para un cargo de los que se encuentran actualmente vacantes en esta ciudad. Así mismo, que se pronuncie sobre el derecho de petición elevado por ella desde febrero 12 de 2016.
3.- CONTESTACIÓN

3.1.--La Directora Jurídica de la Fiscalía General de la Nación indicó que en el caso concreto debe negarse el amparo invocado por falta de vulneración de los derechos fundamentales de la accionante, ya que esa entidad adoptó la decisión de suspender los efectos de la Resolución 253 de 2016 que ordenaba el traslado recíproco, y posteriormente dejarla sin efecto mediante la Resolución No 473 de marzo 15 de 2016, en cumplimiento de una orden judicial proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda en sentencia de marzo 10 de 2016, determinación que debía ser acatada por esa entidad.

La citada Resolución 253 se profirió con apego a lo establecido en la Ley 270/96 y en los Decretos Leyes 016, 018 y 021 de 2014 que rigen lo relativo a los traslados y reubicaciones en la Fiscalía General de la Nación, por cuanto dicho acto se expidió: (i) por las necesidades del servicio tanto en la Subdirección Seccional de Fiscalías y Seguridad Ciudadana de Tolima como de Risaralda; (ii) por un funcionario competente que es la Directora Nacional de Apoyo a la Gestión, por delegación expresa conferida en la Resolución No 0-787 de abril 09 de 2014; y (iii) le fue notificado a la señora SÁNCHEZ TOVAR conforme lo establece la ley.

La forma adecuada de garantizar los derechos de las funcionarias involucradas en esa decisión, y cubrir las necesidades del servicio es la de restituir las cosas a su estado inicial.

La determinación de suspensión del citado traslado y consecuente retorno a los cargos de origen de las citadas servidoras no amenazan la unidad familiar de la accionante porque no implica una separación de su núcleo familiar o una desestabilización o disgregación del mismo, ya que ella ostentó el cargo de Fiscal Delegada ante los Jueces Promiscuos Municipales del Tolima por más de dos años, sin que en algún momento pusiera de presente que la separación física con su esposo implicaría una afectación de esa garantía fundamental. No existe ninguna prueba de que en efecto en la actualidad se encuentre residenciada en la ciudad de Pereira junto a su esposo. No es posible tampoco predicar la consolidación de una unidad familiar, ni hablar de consolidación familiar porque la Resolución 029 que dispuso su nombramiento en el cargo de Fiscal 42 Local de Pereira se expidió escasamente hace un mes.
De igual forma, no se puede inferir que esa determinación ponga en riesgo grave la integridad, salud o vida de su progenitora, quien es sujeto de especial protección, por cuanto ella ha recibido los tratamientos médicos pertinentes durante por los menos los dos últimos años en el departamento del Tolima.
El fallo de tutela proferido por el Tribunal Contencioso de Risaralda fue impugnado por esa entidad mediante escrito de marzo 14 de 2016, y aún no ha sido resuelta la segunda instancia, decisión que deberá ser compatible con la proferida en este proceso.

De acuerdo con lo anterior, solicita negar las pretensiones invocadas en el amparo constitucional.
3.2.- Las demás dependencias de la Fiscalía que fueron vinculadas al presente trámite no se pronunciaron dentro del término que les fue concedido.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tal los documentos aportados por las partes.

5.- SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.
5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si es procedente adoptar una decisión de fondo con relación a la situación puesta de presente por parte de la accionante, pese a que aún no se encuentra en firme la determinación que sobre el asunto profirió el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De conformidad con las manifestaciones realizadas por la accionante, se extrae que su solicitud está direccionada básicamente a que por esta vía se ordene la modificación de la Resolución N° 253 de febrero 16 de 2016 expedida por la Directora Nacional de Apoyo a la Gestión de la Fiscalía General de la Nación, en la cual se ordenó el traslado recíproco de ella y de la Dra. CONSUELO DOLORES SÁNCHEZ TOVAR, en la condición de fiscales delegadas ante los Jueces Municipales; la primera de la Subdirección Seccional de Fiscalías de Seguridad Ciudadana de Tolima a la misma dependencia en esta ciudad, y la segunda de la Subdirección Seccional de Fiscalías de Seguridad Ciudadana de Risaralda a la del Tolima.
En ese sentido desde ahora concluye esta Colegiatura que no es posible emitir un pronunciamiento de fondo respecto de los hechos y pretensiones planteadas en la presente demanda de tutela, no solo porque la Resolución respecto de la cual se pide la modificación actualmente fue dejada sin efecto mediante sentencia de tutela emitida por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda de marzo 10 de 2016, con ocasión de la acción constitucional promovida por la Dra. CONSUELO DOLORES SÁNCHEZ TOVAR contra de la Fiscalía General de la Nación -trámite al que fue vinculada la aquí accionante-, sino además porque a la fecha se encuentra en curso
 el recurso de apelación que frente a esa determinación interpuso la entidad accionada.
De acuerdo con lo anterior, fácil se advierte que actualmente la determinación que ordenó dejar sin efectos la Resolución N° 253 de febrero 16 de 2016 expedida por la Directora Nacional de Apoyo a la Gestión de la Fiscalía General de la Nación no ha adquirido firmeza, y por ello puede ser susceptible de modificaciones por parte de la segunda instancia. En tan particulares circunstancias, debe abstenerse la magistratura de tomar cualquier decisión al respecto en aras de evitar fallos contradictorios sobre el mismo asunto. Incluso, puede asegurarse, existe la posibilidad de que la sentencia de segunda instancia sea favorable a los intereses de la aquí accionante, y por ello debe postergarse cualquier determinación sobre el asunto hasta tanto se encuentre ejecutoriada la referida decisión.
Ahora, en lo tocante a la falta de respuesta al derecho de petición que elevó la actora ante el Fiscal General de la Nación para solicitar su traslado y/o ascenso, advierte el Tribunal que si bien éste no se pronunció en forma expresa sobre lo solicitado, al concederse el traslado requerido mediante la resolución a la que se ha hecho referencia, se dio una contestación tácita sobre lo pedido por la señora JIMÉNEZ MÍGUEZ, que no fue nada diferente a que se efectuara el ascenso y/o el traslado, y por ello se concluye que no se incurrió en la vulneración de ese derecho fundamental.
En esas condiciones, como ya se dijo en precedencia, esta Colegiatura se abstendrá de pronunciarse sobre el fondo del asunto y declarara improcedente el amparo impetrado.

6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE el amparo deprecado, de conformidad con las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Ver constancia obrante a folio 88 C.O.
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